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ACTA DE COMITÉ DE CONCILIACIÓN No. 030
Fecha: 

16 de Agosto   de 2011

Hora: 
 

2:00 P.M. 

ASISTENTES:          Doctor JOSE J. DOMINGUEZ GIRALDO  




Secretario Privado  

            
Presidente Comité de Conciliación  
            
Doctor   RAFAEL LOPEZ HOYOS  

                        
Secretario de Servicios Administrativos 

                       
Doctora MARIA VICTORIA GIRALDO LONDOÑO


                       Secretaria de Hacienda


                       Doctora YUDI FRANCES RAMIREZ GIRALDO

                       Secretaria Jurídica ( e )
Doctora OLGA LUCIA ZULUAGA ALZATE


                       Asesora Oficina  Control Interno 

INVITADOS:            Doctora BEATRIZ ELENA ARIAS G

                                 Contratista Oficina Asesora Control Interno   



ORDEN DEL DIA

1- Verificación del Quórum

2- Temas a tratar:

a- Para el día jueves 18 de agosto, a las 4:30 pm, se programó  audiencia de conciliación, dentro del Proceso de Nulidad y Restablecimiento del Derecho de Carácter Laboral  promovido por Orlando Arias Lima en contra de la Gobernación del Quindío e INDEPORTES, bajo la radicación 63001-3331-004-2011-00046-00. 

b- PROCESO DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, DEMANDANTE: JHON VICTOR CARDONA, DEMANDADO: UNIVERSIDAD DEL QUINDIO Y OTROS, RADICADO 2010/00591/00. Para el día veinticinco (25) de Agosto de 2011 a las dos y media de la tarde (2:30 pm), se fija fecha para audiencia del Articulo 66 de la Ley 1395 de 2010.   

c- Conciliación ante la Procuraduría Trece Administrativa Delegada ante el Contencioso Administrativo  Convocante: Liliana María Riveros Nicholls, Convocado: Departamento del Quindío, se agota requisito de procedibilidad para demandar en Nulidad y Restablecimiento del Derecho a la Administración Departamental. 
d- Se modifica una liquidación por concepto de  Pago de la Prima de Servicios y de la Bonificación por Servicios Prestados correspondiente a ex funcionario  relacionado en  el Acta No. 028 del 1 de Agosto   de 2011 señor: JOSE HUMBERTO DELGADILLO QUICENO. 
e-  Se fija fecha para audiencia del Articulo 66 de la Ley 1395 de 2010, para el día 18 de agosto de 2011, en PROCESO: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, RADICACIÓN No. 819 – 2010, DEMANDANTE: DIOSELINA BARATO DE JIMÉNEZ, DEMANDADO: DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO

3- Proposiciones y varios.

DESARROLLO DEL ORDEN DEL DÍA

1- Se verifica que existe Quórum para deliberar y decidir; preside la reunión el Doctor JOSE J. DOMINGUEZ Secretario Privado  y Presidente del Comité de Conciliación.  

2- Temas a tratar:
a-Para el jueves 18 de agosto, a las 4:30 pm, se programó  audiencia de conciliación, dentro del proceso promovido por Orlando Arias Lima en contra de la Gobernación del Quindío e INDEPORTES, bajo la Radicación 63001-3331-004-2011-00046-00. 

EL RESUMEN DE LOS HECHOS DE LA DEMANDA Y DE LAS EXCEPCIONES ES EL SIGUIENTE.

A N T E C E D E N T E S: 
Manifiesta el apoderado de la demandante: que el Doctor Orlando Arias Lima, laboró al servicio del Instituto Departamental de Deporte y Recreación del Quindío, desde el 1 de junio de 2007, hasta el 31 de marzo de 2008. 
Que mediante Resolución 048 del 30 de abril de ese mismo año le liquidaron sus  prestaciones sociales y que la parte demandada de manera expresa se negó a pagar la prima de servicios. 
Asegura que el derecho a reclamar las prerrogativas salariales demandadas no ha prescrito y que el accionante agotó la vía gubernativa para obtener dichos pagos. 

El Departamento al momento de dar respuesta a la demanda propone las siguientes excepciones: 

Inexistencia del acto administrativo, porque consideré que el documento en el que se soportó la demanda es una simple respuesta a un derecho de petición, con el que no se resolvió ninguna situación  y por tanto no alcanza a constituir un acto administrativo. 
Caducidad: Sustentada en que la demanda incoada debió haber sido interpuesta contra la resolución del 30 de abril de 2008 y no en contra del oficio informativo del 17 de enero de 2011. Los términos para impugnar la resolución se vencieron en agosto de 2008 y la demanda se interpuso en el 2011. 
Falta de legitimación por pasiva de la Gobernación: Se motivó en que el demandante laboró al servicio de INDEPORTES, entidad con autonomía administrativa y patrimonio propio y por ende, llamada a responder por estas prestaciones. 

Efectivamente se vislumbra que no es el Departamento del Quindío el que debe responder frente a esta demanda, por cuanto que,  el demandante no ha laborado al Servicio del Departamento,  por tal motivo el Comité de Conciliación decide que no es procedente conciliar frente a lo pretendido por  el Accionante.  

b- PROCESO DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, DEMANDANTE: JHON VICTOR CARDONA, DEMANDADO: UNIVERSIDAD DEL QUINDIO Y OTROS, RADICADO 2010/00591/00.

Para el día veinticinco (25) de Agosto de 2011 a las dos y media de la tarde (2:30 pm), se fija fecha para audiencia del Articulo 66 de la Ley 1395 de 2010, por lo cual se  resume lo expuesto por la parte demandante:  

Mediante resolución 0496 del 27 de mayo de 2009 la Universidad del Quindío reconoció al Señor JHON VÍCTOR CARDONA GUTIÉRREZ pensión de jubilación en cuantía de $ 4.450.223.

Al reconocer la pensión de jubilación se vincularon como entidades cuotapartistas a CAJANAL y a la Gobernación del Quindío entidad a la que se le asignaron cuotas partes pensionales por dos periodos, en el primero de ellos cuando cotizo a CAPREQUINDIO se asigno una cuota por parte pensional equivalente al 5.72% del valor de la pensión de jubilación y el segundo periodo genero para la Gobernación del Quindío el pago de una cuota parte pensional equivalente al 10.67% del valor de la pensión de jubilación.  

Para liquidar la pensión de jubilación que le fue otorgada al señor JHON VÍCTOR CARDONA GUTIÉRREZ se promedio lo percibido durante los diez últimos años en aplicación del artículo 21 de la ley 100 de 1993. 

Que por ser beneficiario del régimen de transición le era posible al señor JHON VÍCTOR CARDONA GUTIÉRREZ pensionarse con los requisitos de edad, tiempo de servicio y tasa de reemplazo establecido en la ley 33 de 1985.

Que existió una interpretación errónea por parte de la Universidad del Quindío al establecer el ingreso base de liquidación pensional, toda vez que se debía aplicar para liquidar la pensión de jubilación el promedio de los factores percibidos durante el último año de servicios. 

La norma aplicable con anterioridad a la vigencia de la Ley 100 de 1993 era la ley 33 de 1985 que establecía que la pensión para los servidores públicos, se debía liquidar teniendo en cuenta como base de liquidación el promedio del último año de servicio y al cual se le debía aplicar como tasa de remplazo el 75%, operación que arrojaría el monto final de la pensión de Jubilación. 

La Gobernación del Quindío da respuesta a la demanda impetrada en los siguientes términos:

Para nuestro concepto la liquidación fue realizada correctamente por la Universidad del Quindío, donde se establece claramente las normas aplicadas al caso en concreto, explicando que si al demandante le faltaban menos de diez años al entrar en vigencia el régimen de transición, deberá tomarse como base para la liquidación el promedio devengado durante el tiempo que le hacía falta para reunir los requisitos de la pensión.

En conclusión; las normas citadas por el accionante corresponden a la realidad Jurídica y son disposiciones vigentes, presentándose una controversia de tipo legal sobre la interpretación de las mismas, consideramos que el régimen de transición establecido por el artículo 36 de la ley 100 de 1993, se aplica en cuanto a los requisitos para acceder a la pensión. Pero para la liquidación de la misma debe tenerse en cuenta el artículo 21 de la misma normatividad, que fue precisamente lo que hizo la Universidad del Quindío al dictar la resolución 0496 del 27 de mayo de 2009. 

Por lo anterior la Gobernación del Quindío se opone a cualquier declaración o condena que afecte al Departamento del Quindío, ya que no fue la Gobernación del Quindío quien realizo la liquidación, la cual está conforme a derecho. 

Por lo expuesto el Comité de Conciliación se ratifica en lo dicho por el apoderado en la contestación de la demanda y considera que no es procedente conciliar con el demandante.
c-Conciliación ante la Procuraduría Trece Administrativa Delegada ante el Contencioso Administrativo  Convocante: Liliana María Riveros Nicholls, Convocado: Departamento del Quindío para el día 18 de agosto de 2011
Hechos: Manifiesta la demandante:
La convocante laboró en la Gobernación del Quindío, como Profesional universitaria código 219 Grado 03, desde el 21 de marzo de 2002 hasta el 29 de marzo de 2011, tal como lo acredita a través de copia auténtica de la Resolución No. 000159 del 21 de marzo de 2002 y acta de posesión No. 102 de la misma fecha.
La Resolución No. 000159 del 21 de marzo de 2002 “POR LA CUAL SE EFECTUA UNA INCORPORACIÓN DE MANERA PROVISIONAL A LA PLANTA DE PERSONAL DE LA GOBERNACIÓN DEL QUINDÍO, ESTABLECIDA MEDIANTE DECRETO 000642 DEL 10 DE DICIEMBRE  DE 2001”,  definió el artículo primero de su parte resolutiva en los siguiente términos: 
“ARTICULO 1º.-  Incorporar de manera provisional a la planta de personal de la Gobernación del Quindío, en el Cargo de Profesional Universitario Código 340 Grado 03, que se encuentra vacante en la actual planta de personal, perteneciente al Nivel Profesional, cargo de Carrera Administrativa a LILIANA MARIA RIVEROS NICHOLLS”

Además expone que mediante escueta comunicación que adjunta a la solicitud de Conciliación, fechada el 16 de marzo de 2011, se le anuncio la desvinculación por presunta declaratoria de insubsistencia del cargo que como Profesional Universitaria Código 219 Grado 03 venía desempeñando, presunta por cuanto no se le exhibió Acto Administrativo alguno que “suprimía” el empleo precipitado.

El artículo 10 del Decreto 1227 de 2005 exige que la terminación del nombramiento provisional debe hacerse mediante resolución motivada y el precedente constitucional establece que tal motivación persista hasta el momento en el cual sea nombrado en el cargo una persona que haya sido escogida en virtud de la realización de concurso de méritos, para proveer de manera efectiva la plaza.

No obstante resulta falsa para la convocante la “motivación” de la Resolución No. 000378 de marzo 11 de 2011, pues si bien es cierto que se trataba de una vacancia definitiva, el señor Gobernador  de conformidad con la bolsa de empleos  -OPEC- reportada con ocasión de la Convocatoria No. 001 de 2005, debía haber dispuesto en la Resolución de marras el nombramiento del señor CARLOS ARTURO GALVIS GAVIRIA en el empleo señalado con el No. 5631, Profesional Universitario 219 Grado 02, para la cual concursó y se encontraba en la lista de elegibles correspondiente y no para un Grado 03 porque se trata de un empleo superior y totalmente diferente, tomando en cuenta las funciones descritas en el reporte del empleo inscrito en la Oferta Pública para el precipitado concurso de méritos dirigido a la Comisión Nacional del Servicio Civil, por la Dirección de Talento Humano de la Gobernación.

Pretensiones:

La señora LILIANA MARÍA RIVEROS Nicholls, solicita que se le restablezca el derecho materializado en el reintegro al cargo que venía desempeñando como PROFESIONAL UNIVERSITARIO CÓDIGO 219 GRADO 03 y en consecuencia, se ordene el reconocimiento y pago de los salarios y prestaciones sociales dejados de percibir desde su desvinculación ordenada el día 11 de marzo de 2011, comunicada el día 16 de marzo de 2011 y hecho efectiva el día 29 de marzo de 2011, fecha a la cual hizo entrega del cargo de conformidad con el informe de gestión, hasta la fecha del reintegro efectivo.

EL COMITÉ ANALIZA LO SIGUIENTE:
Que la Gobernación del Quindío profirió  Resolución 000378 de marzo 11 de 2011en la que se contemplo:

… “Que la Comisión Nacional del Servicio Civil, mediante convocatoria Numero 001 de 2005, convoco a concurso abierto de méritos, los empleos en vacancia definitiva provistos o no mediante nombramiento provisional o encargo.

Que cumplidas todas las etapas de selección, la Comisión Nacional de Servicio Civil, expidió la Resolución NO. 3217 del 25 de octubre de 2010, por medio de la cual se conforma lista de elegibles para proveer empleos de carrera de la Gobernación del Quindío, convocados a través de Convocatoria Numero 001 de 200, según lo dispuesto en el acuerdo No. 25 del 18 de julio de 2008.

Que el artículo tercero de la mencionada Resolución conforma la lista de elegibles para proveer el empleo señalado con el No. 5631, Profesional Universitario 219, Grado 02, en la planta de cargos de la Gobernación del Quindío, en el que figura en primer lugar CARLOS ARTURO GALVIZ GAVIRIA, identificado con la cedula de ciudadanía número 7.563.252.

Que mediante Resolución  No. 377 del 11 de marzo de 2011 se produjo el nombramiento de CARLOS ARTURO GALVIZ GAVIRIA, en el cargo de Profesional Universitario, Código 219, Grado 03, por ocupar el primer lugar en la lista de elegibles, como consta en la Resolución No. 3217 del 25 de octubre de 201, emanada de la Comisión Nacional del Servicio Civil.

Que el empleo, identificado en la Oferta Pública con el código 5631, está ocupado con nombramiento provisional por la señora LILIANA MARIA RIVEROS NICHOLLS, identificada con la cedula de ciudadanía número 41.915.298 expedida en Armenia, Quindío.

Que una de las causales para el retiro de un empleado con nombramiento provisional es la designación,  por concurso público, de quien ocupa el primer lugar de la lista de elegibles en el empleo ofertado, conformado por la Comisión Nacional de Servicio Civil.

En merito de lo anteriormente expuesto, EL GOBERNADOR DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO, 
RESUELVE
ARTICULO PRIMERO: DECLARAR INSUBSISTENTE el nombramiento en calidad de provisional de LILIANA MARIA RIVEROS NICHOLLS, identificada con la cedula de ciudadanía numero 41.915.298 expedida en armenia, Quindío, quien ocupa el cargo de Profesional Universitario 219, Grado 03,   en la planta de empleos de la Gobernación del Quindío, por vacancia definitiva del empleo.

ARTÍCULO SEGUNDO: Notifíquese lo expuesto en la presente Resolución, a la señora  LILIANA MARIA RIVEROS NICHOLLS, identificada con la cedula de ciudadanía número 41.915.298 expedida en Armenia, Quindío, para que proceda a hacer entrega del empleo en los términos señalados en la Ley 951 de 2005 y demás normas reglamentarias”( …)            
La Carta Política de Colombia   prescribe:

“Artículo 125.-  Los empleos en los órganos y entidades del Estado son de carrera.  Se exceptúan los de elección popular, los de libre nombramiento y remoción, los trabajadores oficiales y los demás que determine la ley.

Los funcionarios cuyo sistema de nombramiento no haya sido determinado por la Constitución o la ley, serán nombrados por concurso público.

El ingreso a los cargos de carrera y el ascenso a los mismos se harán previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la ley para determinar los méritos y calidades de los aspirantes.

El retiro se hará por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo; por violación del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la Constitución o la ley.

En ningún caso la filiación política de los ciudadanos podrá determinar su nombramiento para un empleo de carrera, su ascenso o remoción”. (Subrayas fuera de texto).
“Artículo 209.-  La función administrativa está al servicio de los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la delegación y la desconcentración de funciones.  Las autoridades administrativas deben coordinar sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado”.  (…).  (Subrayas mías).

“Artículo 305.-  Son atribuciones del gobernador:

1, 2, 3 (…)

7.  Crear, suprimir y fusionar los empleos de sus dependencias.  Señalar sus funciones especiales y fijar sus emolumentos con sujeción a la ley y a las ordenanzas respectivas.  (…)”.   

El Decreto 1222 de 1986 establece en algunos de sus artículos:

“Artículo 94.-  Son atribuciones del gobernador:

1,

2. Dirigir la acción administrativa en el Departamento, nombrando y separando sus agentes, reformando o revocando los actos de éstos, y dictando las providencias necesarias en todas las ramas de la administración”. (…).
“Artículo 95.- Son atribuciones de los gobernadores las siguientes:

1,2,3, (…).

15.  Nombrar y remover los alcaldes municipales, el secretario o secretarios y subalternos de la gobernación”. (…).  (Subrayas no originales).
El Decreto 2400 de 1968 establece en su artículo 26.-  “El nombramiento hecho a una persona para ocupar un empleo del servicio civil, que no pertenezca a una carrera, puede ser declarado insubsistente libremente por la autoridad nominadora, sin motivar la providencia.  Sin embargo, deberá dejarse constancia del hecho y de las causas que lo ocasionaron en la respectiva hoja de vida”.
El Decreto 1950 de 1973 reza en su artículo 107.-  “En cualquier momento podrá declararse insubsistente un nombramiento ordinario o provisional, sin motivar la providencia, de acuerdo con la facultad discrecional que tiene el gobierno de nombrar y remover libremente a sus empleados”… (Subrayas fuera de texto).
Formas de Provisión:

El artículo 24 del Decreto reglamentario 1950 de 1973 contempla: “El ingreso al servicio se hace por nombramiento ordinario para los empleos de libre nombramiento y remoción y por nombramiento en periodo de prueba o provisional para los que sean de carrera.”… (Subrayas fuera de texto).
Nombramiento Provisional: 


(Artículo 4 del Decreto 1572 de 1998, modificado por el Decreto 2504/98, artículo 2) “Entiéndase por nombramiento provisional aquel que se hace a una persona para proveer, de manera transitoria,  un empleo de carrera con personal no seleccionado mediante el sistema de mérito, así en el respectivo acto administrativo no se indique la clase de nombramiento de que se trata.” (…) (Subrayas mías).
Duración Máxima:



El Decreto No. 1572 de 1998, establece en su artículo 5º. 

“La provisión de los empleos de carrera a través del encargo o del nombramiento provisional no podrá ser superior a cuatro (4) meses, salvo en los siguientes casos… (Subrayas mías)  concordante con el artículo 10 de la Ley 443 de 1998.

1- …

2-
Cuando la prórroga sea autorizada previamente por las Comisiones del Servicio Civil en el evento de que el concurso no pueda culminarse en el término de cuatro (4) meses, en este caso se entenderá hasta cuando se supere la circunstancia que la originó.

3-
Cuando se haya autorizado por las Comisiones del Servicio Civil encargo o nombramiento provisionales sin la apertura de concursos.

(…)

5-
En caso de vacancia definitiva del empleo, cuando éste se encuentre provisto mediante nombramiento provisional con una empleada en estado de embarazo, en este evento la provisionalidad, se prorrogará automáticamente y culminará tres (3) meses después de la fecha del parto…

Parágrafo: Las prórrogas de los encargos y de los nombramientos provisionales se efectuarán mediante resolución motivada por el nominador y de ellos se informará a las respectivas comisiones del servicio civil.”

EL Decreto No. 1572 de 1998, artículo 7º dispone: 
“El término de duración del encargo, de la provisionalidad o el de su prórroga, si la hubiera deberá consignarse en el acto administrativo correspondiente, al vencimiento del cual el empleado de carrera cesará automáticamente en el ejercicio de las funciones de éste y regresará al empleo del cual es titular. El empleado con vinculación de carácter provisional deberá ser retirado  del servicio mediante declaratoria de insubsistencia de su nombramiento, a través de acto administrativo expedido por el nominador. No obstante lo anterior, en cualquier momento antes de cumplirse el término del encargo, de la provisionalidad o de su prórroga, el nominador por resolución podrá darlos por terminado.” (Subrayas mías)

La Ley 909 de 2004 en su Artículo 23 dispone: 

“Artículo 23. Clases de nombramientos. Los nombramientos serán ordinarios, en período de prueba o en ascenso, sin perjuicio de lo que dispongan las normas sobre las carreras especiales.

Los empleos de libre nombramiento y remoción serán provistos por nombramiento ordinario,  previo el cumplimiento de los requisitos exigidos para el desempeño del empleo y el procedimiento establecido en esta ley.

Los empleos de carrera administrativa se proveerán en período de prueba o en ascenso con las personas que hayan sido seleccionadas mediante el sistema de mérito, según lo establecido en el Título V de esta ley”.

“Artículo 24. Encargo. Mientras se surte el proceso de selección para proveer empleos de carrera administrativa, y una vez convocado el respectivo concurso, los empleados de carrera tendrán derecho a ser encargados de tales empleos si acreditan los requisitos para su ejercicio, poseen las aptitudes y habilidades para su desempeño, no han sido sancionados disciplinariamente en el último año y su última evaluación del desempeño sea sobresaliente. El término de esta situación no podrá ser superior a seis (6) meses.

El encargo deberá recaer en un empleado que se encuentre desempeñando el empleo inmediatamente inferior que exista en la planta de personal de la entidad, siempre y cuando reúna las condiciones y requisitos previstos en la norma. De no acreditarlos, se deberá encargar al empleado que acreditándolos desempeñe el cargo inmediatamente inferior y así sucesivamente.

Los empleos de libre nombramiento y remoción en caso de vacancia temporal o definitiva podrán ser provistos a través del encargo de empleados de carrera o de libre nombramiento y remoción, que cumplan los requisitos y el perfil para su desempeño. En caso de vacancia definitiva el encargo será hasta por el término de tres (3) meses, vencidos los cuales el empleo deberá ser provisto en forma definitiva”.

“Artículo 25. Provisión de los empleos por vacancia temporal. Los empleos de carrera cuyos titulares se encuentren en situaciones administrativas que impliquen separación temporal de los mismos serán provistos en forma provisional solo por el tiempo que duren aquellas situaciones, cuando no fuere posible proveerlos mediante encargo con servidores públicos de carrera”.
En atención al cumplimiento del Plan de Desarrollo vigente: “Quindío Unido”, Programa No. 1: GOBERNABILIDAD Y GESTIÓN PÚBLICA CON ESTRATEGIAS GERENCIALES, Metas: Organización y modernización administrativa y Gerencia pública y gobernabilidad, la Gobernación del Quindío contrató un Estudio Técnico con una firma especializada, para formular una propuesta de adecuación de la Estructura Orgánica de la Administración departamental al Modelo de Operación por Procesos.

2.
El Estudio Técnico fue elaborado y presentado en diciembre de 2.010, y demostró la necesidad de Modernizar la Administración departamental e impulsar un proceso de Fortalecimiento Institucional en el marco del Programa de Modernización del Estado y de Renovación de la Administración Pública en procura de consolidar el desarrollo de un Estado Gerencial al servicio de los ciudadanos en el nivel intermedio del Estado.

3.
Una vez formulado, sustentado y conciliado el Estudio Técnico con el Gobernador del Departamento, durante el primer semestre del año 2.010, el Jefe de la Administración departamental solicitó, para su implementación, autorización de la Asamblea departamental del Quindío para ejercer, pro tempore, precisas funciones de las que corresponden a la Corporación, la cual le fueron concedidas mediante Ordenanza No. 0037 del 23 de Agosto de 2.010, conforme a lo dispuesto en el Artículo 300, numeral 9 de la Constitución Política.

4.
En uso de dichas facultades el Gobernador del Departamento del Quindío, expidió el Decreto Extraordinario No. 1231 del 22 de Octubre de 2.010, por el cual se determina la Estructura de la Administración Pública Departamental del Quindío, se fijan las funciones de las dependencias que la integran y se dictan otras disposiciones.

5.
Igualmente, en uso de dichas facultades el Gobernador del Departamento del Quindío, expidió el Decreto Extraordinario No. 1232 del 22 de Octubre de 2.010, por el cual se determina la Escala Salarial correspondientes a las distintas categorías de empleo, para la Administración central del Departamento del Quindío.

6.
El Estudio Técnico elaborado por la firma especializada, demostró también la urgencia de implementar el “Programa de Modernización y de Fortalecimiento Institucional”, el cual se adoptó mediante Decreto No. 1253 del 29 de Octubre de 2.010, sustentado en la consolidación de un “Sistema Integrado de Gestión Administrativa, SIGA,” incorporado al Decreto Extraordinario de la Estructura y Organización de la Administración Pública Departamental del Quindío, y la necesidad de ajustar los Gastos de Funcionamiento de la Administración central del Departamento a las nuevas realidades de recaudo de los Ingresos Corrientes de Libre Destinación.

7.
Se hizo necesario también ajustar la Planta de Empleos públicos del departamento del Quindío, como efectivamente se hizo mediante Decreto No. 1254 del 29 de Octubre de 2.010, no solamente para darle cumplimiento a los Decretos Extraordinarios expedidos y al “Programa de Modernización y de Fortalecimiento Institucional”, adoptado, sino en razón a la imperiosa obligación de ajustar los Gastos de Funcionamiento de la Administración central ante la ostensible disminución de los Ingresos Corrientes de Libre Destinación derivados de las más recientes reformas tributarias introducidas por el Congreso de Colombia ante iniciativas presentadas por el Gobierno Nacional.

8.
En la misma medida era necesario adoptar el Manual de Funciones y Competencias Laborales de los diferentes empleos, lo que se produjo mediante el Decreto No. 1254 del 29 de Octubre de 2.010.

9.
En la nueva Planta de Empleos, fijada mediante Decreto 1254 del 29 de Octubre de 2.010, con el artículo 8º, se recategorizaron todos los empleos del nivel profesional del Grado 02 al Grado 03, conservándose además algunos empleos de Profesional Universitario, Código 219 y con el nuevo grado 03, que se encontraban en situación administrativa de vacancia definitiva y ofertados oportunamente ante la Comisión Nacional del Servicio Civil, ubicados en diferentes dependencias conforme a lo establecido en el Decreto 1276 del 11 de Noviembre de 2.010, que distribuye los empleos entre las diferentes dependencias y procesos de la Administración, decreto que fue posteriormente modificado mediante Decreto No. 0538 del 13 de Mayo de 2.011.

10.
La Comisión Nacional del Servicio civil, conformó lista de elegibles en firme para el cargo ocupado por la Dra. Liliana María Riveros Nicholls, mediante Resolución No. 3217 del 25 de octubre de 2.010, para el empleo identificado con el código OPEC 5631.

11.
Conforme a lo señalado en el Acuerdo 150 de 2.010 de la Comisión Nacional del Servicio Civil, vigente para la época, la Gobernación del Quindío atendió la reclamación del Dr. Carlos Arturo Galvis Gaviria, primero en la lista de elegibles, previa verificación del cumplimiento de requisitos, para ser nombrado en el empleo citado y procedió de conformidad mediante Resolución 377 del 11 de marzo de 2.011.

12.
Para hacer efectiva la posesión en el empleo, en calidad de nombramiento en periodo de prueba por provenir de concurso público y de lista de elegibles conformada por la Comisión Nacional del Servicio Civil, se hizo necesaria la desvinculación de la Dra. Liliana María Riveros Nicholls, del cargo ocupado en nombramiento provisional, como efectivamente sucedió mediante Resolución No. 378 del 11 de la misma fecha (11 de marzo de 2.011), la cual estaba debidamente motivada.

13.
El artículo 10 del decreto 1227 de 2.005 no es aplicable para el caso en cuestión en razón a que la desvinculación no se dio por decisión unilateral de la Administración Departamental sino en cumplimiento de un mandato legal, proveniente de la finalización de un concurso público y abierto, la conformación de una lista de elegibles para el empleo en vacancia definitiva, en firme y el Acuerdo 150 de 2.010 de la Comisión Nacional del Servicio Civil, vigente para la época del caso.

14.
La convocante esgrime que “no se exhibió Acto Administrativo alguno que “suprimía” el empleo precitado, situación completamente equivocada en su entendimiento debido a que el empleo no fue suprimido sino que por estar en vacancia definitiva, deberá ser ocupado por el ciudadano que habiendo superado el concurso público y lograda su inclusión en la lista de elegibles, en el primer lugar, tiene derecho al nombramiento respectivo, para lo cual es indispensable la separación del cargo de quien lo ocupa en provisionalidad, al tenor de lo dispuesto en el artículo 32 del Decreto 1227 de 2.005, reglamentario de la Ley 909 de 2.004.

Por lo anterior, se reitera, no es procedente acceder a la petición de la convocante dado que la Administración departamental ha acatado lo dispuesto en las normas de función pública vigentes y las expedidas por la Comisión Nacional del Servicio civil como consecuencia de la Convocatoria 001 de 2.005.

Así las cosas el Ejecutivo Departamental ejerce una atribución consagrada en la Constitución y en la Ley, no trasgrediendo normas de superior jerarquía, toda vez que, el ingreso a los cargos de carrera y el ascenso en los mismos, se hará previo cumplimiento de los requisitos y condiciones que fije la Ley para determinar los meritos y calidades  de los aspirantes, la simple circunstancia de ocupar un empleo de carrera no le otorga al empleado derecho de inamovilidad absoluta, por razones del servicio la persona nombrada en provisionalidad  puede  ser discrecionalmente removida; más aun,  en el caso que ocupa nuestra atención,  ya que,   cumplidas todas las etapas del proceso de selección, la Comisión Nacional del Servicio Civil expidió la Resolución No. 3217  del 25 de octubre de 2010, por medio de la cual se conforman lista de elegibles para proveer empleos de carrera de la Gobernación del Quindío convocados a través de la convocatoria 001 de 2005, es de anotar que la citada Resolución conforma la lista de elegibles para proveer el empleo señalado con el numero 5631, denominado Profesional Universitario, Código 219 Grado 02,  de la Gobernación del Quindío, el cual era ocupado con el carácter de PROVISIONAL por parte de la Actora.

Frente a los nombramientos en provisionalidad en sentencia reciente ha dicho el Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección B Consejero Ponente DR. Jesús Maria Lemos Bustamante de abril 24 de 2008 y la cual anexo a esta contestación, lo siguiente:

(...)

“El nombramiento del actor fue de carácter provisional. El empleado nombrado en provisionalidad ostenta una posición diferente de la del vinculado y escalafonado en la carrera, por no haber accedido al cargo mediante concurso, aunque el cargo que ejerce provisionalmente sea de carrera.

Por no estar  escalafonado en la carrera el empleado nombrado en provisionalidad no puede reclamar que su remoción se efectué con las mismas exigencias, requisitos, procedimientos y recursos que la ley consagra para los empleados de carrera.

La Corte Constitucional en la sentencia T – 254 de 30 de marzo de 2006 aceptó que hay planteamientos dispares entre dicha Corte y el Consejo de Estado en cuanto a la desvinculación de los empleados nombrados en provisionalidad.

Expresó la Corte que el Consejo, cuando sostiene que no es necesario motivar la desvinculación de los nombrados en provisionalidad, realiza un análisis legal y no constitucional ni “IUSFUNDAMENTAL”.

La Sala se aparta de dicha tesis por cuanto la discrecionalidad  para la desvinculación de los nombramientos en provisionalidad encuentra fundamento en el artículo 125, inciso 2, de la Constitución, según  el cual el retiro de los empleados de carrera se hará por calificación no satisfactoria en el desempeño del empleo, por violación del régimen disciplinario y por las demás causales previstas en la Constitución o la ley.

Como los nombrados en provisionalidad no ingresaron al servicio civil por mérito sino que su vinculación obedeció a razones discrecionales no pueden ampararse en las causales de retiro previstas en el artículo 125, inciso 2, de la Constitución, toda vez que ellas se reservan a los nombrados con base en derechos de carrera. Conferirles a los designados en provisionalidad el derecho a que su acto de desvinculación se motive los equipara, sin justificación alguna a quienes concursaron y por sus meritos adquirieron el derecho a integrar la planta de personal de la entidad.

(...)

...los nombramientos en provisionalidad se constituyen en un mecanismo de carácter excepcional y transitorio que permite proveer en forma temporal un empleo de carrera administrativa con personal no seleccionado mediante el sistema de mérito, con el fin de evitar la interrupción en la prestación de un servicio público ante la vacancia temporal de un empleo público.

La función pública desarrollada por el nominador se debe ejercer consultando el bien común; esto es persiguiendo objetivos que van más allá del interés particular del titular de la función, que se encuentran consignados en la Constitución Política y en la Ley, en especial en el artículo 2 de la Carta Política. La importancia de estos fines respecto del ejercicio de la función pública consiste en que son criterios que deben guiar la actuación de las autoridades de manera que el ejercicio de sus competencias se avenga con los propósitos del Estado, Social de Derecho y, por ello, si con su conducta incurre en las causales previstas por el artículo 84 del C.C.A el acto expedido puede ser impugnado ante esta jurisdicción” (...).
Se concluye de todo lo expuesto que el señor Gobernador del Departamento del Quindío  ejerció una facultad legal, disponiendo del empleo de la actora, toda vez que, la actora estaba nombrada en un cargo en provisionalidad, designándose en el mismo según la orden dada por la Comisión Nacional del Servicio Civil en razón a que se conforma la lista de elegibles frente al cargo que desempeñaba en la Administración Departamental, a la persona que había ocupado el primer lugar en  el concurso, es de aclarar que la  actora en ningún momento ha perdido los derechos de participar en la segunda fase de la convocatoria 01 de 2005, ya que es un concurso abierto y cualquier persona vinculada o desvinculada al sector puede concursar, además si paso la primera prueba tiene todo el derecho de presentar la segunda prueba, para los cargos que estén ofertados y frente a los que ella reúna los requisitos. Además es importante resaltar que el nombramiento de la demandante era con carácter de provisionalidad estando facultado el señor Gobernador para removerla según las necesidades del servicio público.  
Por todo lo expuesto el Comité de Conciliación de la Gobernación del Quindío decide que no es procedente conciliar frente a lo pretendido por la convocante.

d-Se modifica una liquidación por concepto de  Pago de la Prima de Servicios y de la Bonificación por Servicios Prestados correspondiente a ex funcionario  relacionado en  el Acta No. 028 del 1 de Agosto   de 2011  señor: JOSE HUMBERTO DELGADILLO QUICENO, así:
	CEDULA
	APELLIDOS Y NOMBRES
	SUELDO

2010
	SUELDO

2009
	SUELDO 

2008 
	 SUELDO 

2007 
	SUELDO 

2006 

	7521639
	DELGADILLO QUICENO JOSE HUMBERTO
	0
	0
	3,744,000
	0
	0


	CEDULA
	APELLIDOS Y NOMBRES
	B X SERV PRESTADOS 35% 2010
	REAJUSTE PRIMA VACACIONES 2010
	 PRIMA SERVICIOS 2010 
	 REAJUSTE P. NAVIDAD 2010 
	 REAJUSTE CESANTIAS 2010 
	REAJUSTE INTERES CESANTIAS 2010
	SUBTOTAL

 2010

	7521639
	DELGADILLO QUICENO JOSE HUMBERTO
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0


	CEDULA
	APELLIDOS Y NOMBRES
	B X SERV PRESTADOS 35% 2009
	REAJUSTE PRIMA VACACIONES 2009
	 PRIMA SERVICIOS 2009 
	 REAJUSTE P. NAVIDAD 2009
	 REAJUSTE CESANTIAS 2009 
	REAJUSTE INTERES CESANTIAS 2009
	SUBTOTAL

 2009

	7521639
	DELGADILLO QUICENO JOSE HUMBERTO
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	0


	CEDULA
	APELLIDOS Y NOMBRES
	B X SERV PRESTADOS 35% 2008
	REAJUSTE PRIMA VACACIONES 2008
	 PRIMA SERVICIOS 2008 
	 REAJUSTE P. NAVIDAD 2008
	 REAJUSTE CESANTIAS 2008
	REAJUSTE INTERES CESANTIAS 2008
	SUBTOTAL

 2008

	7521639
	DELGADILLO QUICENO JOSE HUMBERTO
	1,310,400
	356,850
	2,971,800
	386,588
	7,064,976
	0
	12,090,614


	CEDULA
	APELLIDOS Y NOMBRES
	B X SERV PRESTADOS 35% 2007
	REAJUSTE PRIMA VACACIONES 2007
	 REAJUSTE P. NAVIDAD 2007
	 REAJUSTE CESANTIAS 2007
	REAJUSTE INTERES CESANTIAS 2007
	SUBTOTAL

 2007

	7521639
	DELGADILLO QUICENO JOSE HUMBERTO
	0
	0
	0
	0
	0
	0


	0CEDULA
	APELLIDOS Y NOMBRES
	B X SERV PRESTADOS 35% 2006
	REAJUSTE PRIMA VACACIONES 2006
	 REAJUSTE P. NAVIDAD 2006
	 REAJUSTE CESANTIAS 2006
	REAJUSTE INTERES CESANTIAS 2006
	TOTAL

 2006
	GRAN

TOTAL

	7521639
	DELGADILLO Q. JOSE HUMBERTO
	0
	0
	0
	0
	0
	0
	12,090,614


e- se fija fecha para audiencia del Articulo 66 de la Ley 1395 de 2010 para el día 18 de agosto de 2011, en PROCESO: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, RADICACIÓN No. 819 – 2010, DEMANDANTE: DIOSELINA BARATO DE JIMÉNEZ, DEMANDADO: DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO

HECHOS:

En fecha del 26 de mayo de 2010, presento derecho de petición ante la entidad demandada, tendiente al reconocimiento y pago del reajuste de la pensión de jubilación vitalicia del actor más los intereses, indexación acorde al porcentaje autorizado por el Decreto Nacional 2108 de 1992 en su artículo 1º., acogiéndose a la Sentencia del 11 de diciembre de 1997 proferida por el H. Consejo de Estado –Exp. 15.723, el cual le suprimió a la Ley la expresión “de carácter nacional “quedando amparados todos los jubilados sin excepción por el reajuste de la Ley 6ª. De 1992 art. 116 y su Decreto – Reglamentario 2108 de 1992 y al fallo de la Corte Constitucional Sent. C-531 del 20 de noviembre de 1995, que consagra que el reajuste del decreto – Ley 2.108 de 1992, rige para todos los pensionados sin discriminación alguna y que es una situación constitucional consolidada que goza de protección del Estado.

Por correo se me envía el oficio de fecha 31 de mayo de 2010. Expedidos por el Director de Talento Humano de la Gobernación del Quindío, le niega al actor la solicitud de reajuste pensional contemplado en el Decreto 2108 de 1992, sin conceder recurso alguno, argumentando que solo cabe dicho reconocimiento para los pensionados del orden nacional.

Mi cliente es uno de los jubilados del ente territorial, quien fue beneficiario de su pensión antes del 1º. De enero de 1989.
En la actualidad a mi cliente no le ha sido reajustada su pensión acorde a lo establecido en el Decreto 2108 de 1992, el cual entraría a regir a partir del 1 de enero de 1993 y así consecutivamente. Por lo tanto, el ente territorial a la fecha debió establecer en su presupuesto los recursos necesarios para dar cumplimiento a la Ley y su omisión no es excusa para perjudicar a los pensionados a quienes se les concedió este reajuste pensional especial hace más de 17 años.

Existe falsa motivación cuando diverge la realidad fáctica de la jurídica del acto los motivos tomados como fuente por la administración pública, lo cual como lo demostraré en el proceso su excusa para el no reconocimiento del reajuste pensional del actor vulnera normas Constitucionales y Legales.

Con la expedición del acto acusado, queda agotada la vía gubernativa por cuanto la entidad demandada no concedió recurso alguno.

PRETENSIONES:

Con fundamento en los hechos que expondré y previos los trámites del proceso ordinario contencioso administrativo0, consagrado en el título XXIV, art. 206 y S.S. del C.C.A., respetuosamente promuevo ante su Despacho acción de nulidad y restablecimiento del derecho, para lo cual con todo comedimiento me permito solicitar se hagan las siguientes o similares declaraciones y condenas:

1. Que se declare la nulidad del acto administrativo contenido en el Oficio de fecha 31 de mayo de 2010. Expedido por el Director de Talento Humano de la Gobernación del Quindío. Acto que se le negó al actor su reajuste pensional contemplado en el artículo 116 de la Ley 6 de 1992 y su Decreto Reglamentario 2108 de 1992.

2. Como consecuencia de lo anterior, y a título de restablecimiento del derecho, la entidad demandada, deberá ordenar el reconocimiento y pago de los reajustes a la pensión de jubilación reconocida a la demandante, de acuerdo con la Ley 6ª de 1992 y su Decreto Reglamentario 2108 del mismo año, en el porcentaje que le corresponde y según las características especiales de la situación.

3. la liquidación de las anteriores condenas deberá efectuarse mediante sumas liquidadas de moneda en curso legal en Colombia, y se ajustarán dichas condenas tomando como base el índice de precios al consumidor, o al por mayor, conforme a lo expuesto por el artículo 178 del C.C.A.

4. Para el cumplimiento de la sentencia, se ordenará dar aplicación a los artículos 176 y 177 del Código Contencioso Administrativo.     

RAZONES DE LA DEFENSA DEL DEPARTAMENTO DEL QUINDÍO:

Es importante precisar que aunque se declaró la inaplicabilidad de la expresión del orden nacional del Decreto 2108 de 1992, siguió en  vigor la restricción del reajuste al orden nacional del artículo 116 de la Ley 6 de 1992.

Al respecto la Corte Constitucional se ha pronunciado reiteradamente en el sentido que estos reajustes son para las pensiones del sector público nacional y no para pensionados de otros órdenes; como el caso de las sentencias C-1336 del 2000, actor Leonardo Zabala López, Magistrado Ponente Álvaro Tafur Galvis; C-409 de 1994; C-009 de 1996, actor Nelson González Guete. Magistrado Ponente Hernando Herrera Vergara; C-531 de 1995.

A su vez el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, como interviniente en la Sentencia C-531 de 1995 señaló que el reajuste de pensiones de la Ley 6 de 1992 no se consideró conveniente para los servidores públicos de las entidades territoriales, para no crear una erogación adicional a los presupuestos departamentales y municipales.

Es claro  que para la Corte Constitucional, el reajuste del artículo 116 de la Ley 6 de 1992 declarado inexequible, era aplicable solamente para las pensiones del orden nacional; al unísono  el Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, asumió la misma interpretación de la Corte Constitucional, en expediente No. 41267/1262/98, actor José Eulises Acosta, septiembre 10 de 1998, decidiendo confirmar la sentencia apelada que negaba el reajuste del artículo 116 de la Ley 6 de 1992 y su Decreto reglamentario, a empleados de la Caja de Previsión Social de Bogotá.

En expediente No. 11636 del 11 de junio de 1998, magistrado ponente Nicolás Pájaro, donde se declaró la nulidad del numeral 1° del Decreto 2108 de 1992, se afirmó que fue la ley reglamentaria la que restringió sus alcances a las pensiones de jubilación del sector público nacional, y en tales condiciones el Gobierno Nacional al expedir el Decreto reglamentario no podía disponer algo diferente, tratando de ampliar su campo de aplicación a las pensiones de los órdenes Municipal y Departamental porque ello hubiera sido violatorio de la competencia reglamentaria establecida en el numeral 11 del artículo 189 de la Constitución Política.

Mediante consulta formulada por el Ministro de Minas y Energía, radicación 503 de marzo 19 de 1993, el Consejo de Estado señaló que el artículo 116 de la Ley 6 de 1992 ordena un ajuste para las pensiones del sector público nacional que se hayan reconocido con anterioridad al 1° de enero de 1989; deduciendo que el legislador se refiere al reajuste de los jubilados de todas las entidades que tengan el carácter de oficial o público, como los ministerios, departamentos     administrativos, superintendencias, establecimientos públicos y empresas industriales y comerciales del Estado.

Sumado a lo anterior  el Tribunal Administrativo de Cundinamarca se ha pronunciado en este sentido en los fallos del 20 de febrero del 2001, expediente No. 41262 y del 26 de febrero de 1998, expediente 41255, siendo inaplicable la excepción de inconstitucionalidad porque con ésta  se vienen aplicando reajustes a sectores de pensionados no contemplados en la norma declarada inexequible.

En ese mismo orden de ideas,  la Corte Constitucional, en la Sentencia C- 067 de 1999, al analizar el tema de la igualdad frente a los reajustes pensiónales dijo que no existe vulneración al principio de igualdad cuando se establecen diferencias en el trato que imponen la necesidad de distinguir situaciones para otorgarles tratamientos distintos; no se generan diferencias entre grupos de pensionados porque existe una justificación objetiva y razonable que permite comprender el trato distinto basado en diversos regímenes y en principio la Ley no está obligada a establecer un reajuste uniforme para todos los pensionados, además estos tienen derecho a que se reajuste su pensión en la cuantía que determine la Ley y no hay derechos adquiridos sobre el factor o porcentaje en que se deben incrementar las pensiones, sino meras expectativas.

A más de lo anterior uno de los requisitos para tener derecho al reajuste de la Ley 6 de 1992 y su Decreto Reglamentario 2108 es que se trate de pensión de jubilación del orden nacional y no está demostrado que la pensión del actor lo sea.

Así las cosas de las transcripciones anteriores se concluye, que en lo referente a reajuste que trata la Ley 6a de 1992 y su Decreto Reglamentario 2108 del mismo año habían establecido un reajuste dirigido a los pensionados del orden nacional que para la época de la vigencia de la norma, hubieran reunido los requisitos exigidos para tal efecto. 

Además, al haberse declarado por la Corte Constitucional la inexequibilidad del artículo 116 de la Ley 6a de 1992 y del Decreto Reglamentario 2108 del mismo año, no podía la entidad realizar ajustes pensiónales diferentes a los otorgados en debida forma; es decir, en armonía con lo dispuesto en la Ley 71 de 1988 y en la Ley 100 de 1993,  por cuanto atendiéndose a los textos de las normas declaradas inexequibles no le eran aplicables, tal como lo señaló la H. Corte Suprema de Justicia en sentencia del 17 de julio de 2002, Radicación No. 18189, según la cual: "De todos modos, no está por demás señalar que de concluirse acerca de la aplicabilidad de tales preceptoras, ellos únicamente lo serían respecto de pensiones del orden Nacional, pues así está dispuesto en sus textos, de tal manera que habría que descartar su extensión a los pensionados del ámbito Departamental y Municipal, como es el caso de los demandantes, ello sin perder de vista que tales normas fueron declaradas inconstitucionales por sentencia C-531 de la Corte Constitucional, que desde luego no permite entonces su legal aplicación.".

No se accedió al reajuste pensional por el hecho de no cumplir con los requisitos exigidos por la Ley 6a de 1992 y su Decreto Reglamentario 2108 del mismo año, que para la época de la vigencia de la norma, era titular de una prestación del orden departamental y no nacional, indicando que las normas que amparaban dicho reajuste habían desaparecido del ámbito jurídico siendo imposible su aplicación. Además, el artículo 116 de la precitada Ley había sido declarado inexequible por la Corte Constitucional y el Decreto Reglamentario 2108 de 1992 había sido declarado nulo por el Consejo de Estado, haciéndose imposible su aplicación, ni siquiera por analogía, en aras de darle cumplimiento al derecho fundamental de la igualdad. 

Así las cosas no se puede hacer extensivo tales incrementos a otros niveles territoriales, puesto que de hacerse así se desbordaría el querer del legislador y siendo claro el tenor de la ley, no es dable al intérprete darle unos alcances distintos o hacerle producir efectos en ámbitos diferentes. Por contera, la disposición base de la reclamación  presentada ha salido del mundo jurídico y en tal virtud, tal y como lo ha dispuesto el Decreto 111/96, Estatuto Orgánico de Presupuesto, es un imposible jurídico autorizar por un representante legal de un Ente Territorial la ordenación de un gasto sin soporte legal alguno.  

Por lo expuesto el Comité de Conciliación de la Gobernación del Quindío decide que no es procedente conciliar con el demandante.
  3- No hubo proposiciones y varios. 

Se agota el orden  del día y se firma,

JOSE J. DOMINGUEZ GIRALDO 
Secretario Privado 

Presidente del Comité de Conciliación



YUDI FRANCES RAMÍREZ GIRALDO

Secretaria Técnica Comité de Conciliación 

Reviso: Dra. Luz Adriana Gómez Ocampo 


Elaboro: Dra. Yudi Francés Ramírez Giraldo

